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I. DATOS DE LA PETICIÓN  

Parte peticionaria Nelson Caucoto Pereira1 
Presunta víctima Familiares de Sergio Sebastián Montecinos Alfaro2 

Estado denunciado Chile3 

Derechos invocados 
Artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos4, en relación con sus artículos 1.1 (deber 
de respetar los derechos) y 2 (deber de adoptar decisiones de derecho interno) 

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH5 

Recepción de la petición 7 de junio de 2013 
Notificación de la petición 19 de septiembre de 2018 

Primera respuesta del Estado 16 de noviembre de 2018 
Observaciones adicionales de la 

parte peticionaria 24 de mayo de 2019 

Advertencia sobre posible 
archivo 2 de mayo de 2017 

Respuesta sobre posible 
archivo 3 de mayo de 2017 

III.  COMPETENCIA  

Ratione personae Sí 
Ratione loci Sí 

Ratione temporis Sí 

Ratione materiae Sí, Convención Americana (depósito del instrumento de ratificación realizado 
el 21 de agosto de 1990) 

IV.  DUPLICACIÓN DE PROCEDIMIENTOS Y COSA JUZGADA INTERNACIONAL, 
CARACTERIZACIÓN, AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS Y PLAZO DE PRESENTACIÓN 

Duplicación y cosa juzgada 
internacional No 

Derechos admitidos 
Artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención 
Americana en relación con sus artículos 1.1 (obligación de respetar los 
derechos) y 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno) 

Agotamiento de recursos o 
procedencia de una excepción Sí, el 28 de diciembre de 2012 

Presentación dentro de plazo Sí, el 7 de junio de 2013  

V.  RESUMEN DE LOS HECHOS ALEGADOS 

1. La parte peticionaria denuncia la falta de reparación a los familiares de Sergio Sebastián 
Montecinos Alfaro (o en adelante “presunta víctima”) por los daños causados por su detención extrajudicial y 
posterior desaparición forzada, así como violación a las garantías judiciales y al derecho a la protección judicial 
en el marco de los procedimientos civiles, constituyendo denegación de justicia.  

2. El peticionario alega6 que la presunta víctima, militante del Partido Socialista, fue detenida el 
1 de agosto de 1974 en su domicilio, sin orden judicial, por agentes de la Dirección de Inteligencia Nacional 
(DINA). Allanaron el inmueble y le pidieron que los acompañara para una breve declaración, indicándole que 
                                                                                 
 1  La petición fue presentada inicialmente también por Franz Moller Morris, pero mediante comunicación de fecha 26 de 
septiembre de 2017, indicó que renunciaba a ser peticionario. 
 2Mónica María Cattani Ortega, viuda de la presunta víctima; Sergio Andrés Montecinos Cattani, hijo de la presunta víctima; 
Ubaldina Alfaro Castillo, madre de la presunta víctima. 
 3 Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, la Comisionada Antonia Urrejola Noguera, de 
nacionalidad chilena, no participó en el debate ni en la decisión del presente asunto. 
 4 En adelante “la Convención Americana” o “la Convención”. 
 5 Las observaciones de cada parte fueron debidamente trasladadas a la parte contraria. 
 6 El peticionario basó su relato y los hechos denunciados en esta petición en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y 
Reconciliación (Informe Rettig). 
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si cooperaba podría regresar a su casa. Fue entonces trasladado al centro de detención y tortura de la DINA 
ubicado en Londres 38, donde pudo ser visto por diversos otros detenidos, que testimoniaron de su estadía en 
dicho centro. El 3 de agosto allanaron nuevamente su domicilio y se llevaron algunos de sus apuntes de 
estudios, libros y una vieja escopeta, debidamente inscrita. En esa ocasión les dijeron a sus familiares que tenía 
para años preso, si es que se libraba con vida. La parte peticionaria indica que el 17 de agosto del mismo año, 
la presunta víctima fue trasladada a otro recinto y que se desconoce su paradero desde este momento. Agrega 
que el nombre de la presunta víctima apareció en nómina de 119 personas supuestamente fallecidas en Salta, 
Argentina, en un enfrentamiento con las Fuerzas Armadas argentinas. Dicha nómina fue consignada en el diario 
O’DIA de Brasil y en la Revista LEA de Argentina. Indica que la Policía Federal argentina señaló a la CIDH que 
no tenían antecedente alguno sobre las 119 personas mencionadas y que resultaba inverosímil que un suceso 
de tal magnitud hubiese ocurrido sin el conocimiento de los organismos competentes. 

3. El 2 de agosto de 1974 la viuda de la presunta víctima interpuso un recurso de amparo ante la 
Corte de Apelaciones de Santiago. Ante la negativa de distintas autoridades de información sobre su detención 
o antecedentes sobre su paradero, el 10 de enero de 1975 el recurso fue rechazado. La Corte remitió los 
antecedentes al Juzgado del Crimen correspondiente, a fin que investigara la posible comisión de un delito 
derivado del desaparecimiento. El 16 de enero de 1975 el 11o Juzgado del Crimen de Santiago inició un proceso 
por presunta desgracia, se declaró incompetente y lo derivó a la II Fiscalía Militar. Dicha causa fue sobreseída 
temporalmente, pero permitió acreditar que la presunta víctima había sido detenida por agentes del Estado, 
por lo que el 26 de octubre de 1976 se presentó un nuevo recurso de amparo. La Corte rechazó el recurso el 9 
de noviembre de 1976 por considerar improcedente presentar un nuevo amparo en base a los mismos hechos. 
Dicha resolución fue confirmada por la Corte Suprema el 15 de noviembre de 1976, teniendo presente que no 
aparece en estos antecedentes que la presunta víctima se encuentre privado de libertad por orden de la 
autoridad. El 18 de enero de 1977 se presentó una denuncia por privación de libertad ante el 8 Juzgado del 
Crimen de Santiago. El 23 de agosto del mismo año, y ante el mismo tribunal, se presentó una querella criminal 
por secuestro; ambas causas fueron acumuladas. El 5 de abril de 1978 se decretó el cierre del sumario y el 11 
del mismo mes el sobreseimiento temporal de la causa, decisión que fue confirmada por la Corte de Apelaciones 
el 7 de junio de 1978.  

4. El 2 de junio de 2008 se inició una causa civil en el 30o Juzgado Civil de Santiago, cuya sentencia 
se dictó el 21 de octubre de 2009 denegando la pretensión de los familiares de la presunta víctima a una 
indemnización por el daño causado en base a la prescripción de las acciones civiles. En sentencia del 30 de 
septiembre de 2011 la Corte de Apelaciones de Santiago revocó la sentencia de primera instancia, obligando al 
Estado a indemnizar. Contra este fallo se recurrió de casación ante la Corte Suprema, y el 7 de diciembre de 
2012 dicho recurso fue acogido por la Corte, revocándose el fallo que concedía la indemnización. Con fecha 28 
de diciembre de 2012 se dictó el “cúmplase” por parte del Juzgado Civil de primera instancia.   

 
5. Por su parte, el Estado señala que, la petición resulta manifiestamente infundada, puesto que 

no se explica en que forma la decisión judicial cuestionada infringe los derechos de la peticionaria, esto implica 
una carencia de fundamentación crítica para la adecuada comprensión de la petición. Agrega que la Comisión 
estaría actuando como una cuarta instancia respecto de la decisión de la Corte Suprema, buscando corregir la 
interpretación del derecho de daños nacional. Sostiene que si la Comisión es forzada a declarar que dicha 
interpretación es equivocada en la práctica estaría fijando términos heterónomos una regla de interpretación 
del derecho chileno que buscaría reemplazar la ya decidida. Adicionalmente, recuerda sus reservas a la 
Convención Americana, en virtud de las cuales se dejó constancia que los reconocimientos de competencia 
conferidos por el Estado se refieren a hechos posteriores de la fecha de depósito del instrumento de ratificación, 
o, en todo caso, a hechos cuyo principio de ejecución será posterior al 11 de marzo de 1990. Por lo tanto, la 
Comisión no tendría competencia para pronunciarse respecto de los mismos debido a una restricción ex ratione 
temporis. 

VI.  AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS Y PLAZO DE PRESENTACIÓN 

6. La CIDH nota que el peticionario afirma que la petición se limita a denunciar la falta de acceso 
a una reparación civil derivada de la desaparición de la presunta víctima, cuya demanda civil fue rechazada con 
base en la causal de prescripción. La Comisión observa que en la jurisdicción contenciosa administrativa se 
inició la causa el 2 de junio de 2008 ante el 30o Juzgado Civil de Santiago y que el 28 de diciembre de 2012 el 
juez de primera instancia dictó auto de cúmplase, respecto a la decisión de la Corte Suprema del 7 de diciembre 
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de 2012 rechazando las pretensiones de los peticionarios. Con base en ello, la Comisión concluye que se 
agotaron los recursos internos y que la presente petición cumple el requisito establecido en el artículo 46.1.a 
de la Convención. 

7. Asimismo, la petición fue presentada ante la CIDH el 7 de junio de 2013, cumpliendo con el 
requisito de plazo de presentación establecido en los artículos 46.1.b de la Convención y 32.1 del Reglamento 
de la CIDH. 

VII.  CARACTERIZACIÓN 

8. La Comisión observa que los familiares de la presunta víctima tuvieron acceso a los recursos 
previstos en la legislación chilena y que el asunto fue analizado y resuelto en el ámbito interno incluso por la 
Corte Suprema, su más alta instancia judicial. Sin embargo, la petición incluye alegatos con respecto a la falta 
de indemnización a los familiares de la presunta víctima por su secuestro y desaparición forzada, en aplicación 
judicial de la prescripción en materia civil. Respecto a las acciones civiles de reparación por crímenes de lesa 
humanidad, como en la presente petición, tanto la Comisión como la Corte Interamericana han dicho que la 
aplicación de la figura de prescripción constituye un obstáculo al acceso efectivo a la justicia para garantizar el 
derecho de las víctimas a ser reparadas, y por ello no debería aplicarse en tales circunstancias7. Por lo tanto, la 
Comisión Interamericana considera que le corresponde ejercer su competencia complementaria en este asunto 
y analizar en la etapa de fondo si el sistema interno ofreció a la parte peticionaria las vías adecuadas para buscar 
una debida reparación y garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva. Teniendo en cuenta lo anterior, la 
CIDH considera que los alegatos de la parte peticionaria no resultan manifiestamente infundadas y requieren 
un estudio de fondo pues los hechos alegados, de corroborarse como ciertos podrían caracterizar violaciones 
a los artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana, en relación con 
sus artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos) y 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno), 
en concordancia con otros casos similares ya decididos por la CIDH8.  

 
9. Respecto a los alegatos del Estado referidos a la fórmula de cuarta instancia, la Comisión 

reconoce que no es competente para revisar las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen en la 
esfera de su competencia y apliquen el debido proceso y las garantías judiciales. No obstante reitera que, a los 
efectos de la admisibilidad, esta debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de 
derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es 
“manifiestamente infundada” o es “evidente su total improcedencia”, conforme al inciso (c) de dicho artículo. 
El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una 
petición. Asimismo, dentro del marco de su mandato es competente para declarar admisible una petición 
cuando ésta se refiere a procesos internos que podrían ser violatorios de derechos garantizados por la 
Convención Americana. Es decir que, de acuerdo con las normas convencionales citadas, en concordancia con 
el artículo 34 de su Reglamento, el análisis de admisibilidad se centra en la verificación de tales requisitos, los 
cuales se refieren a la existencia de elementos 
 

VIII.  DECISIÓN 

1. Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana, en relación con sus artículos 1.1 y 2; y 

2. Notificar a las partes la presente decisión; continuar con el análisis del fondo de la cuestión; y 
publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

Aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  a los 9 días del mes de octubre de 2020.  
(Firmado): Joel Hernández, Presidente; Flávia Piovesan, Segunda Vicepresidenta; Esmeralda E. Arosemena Bernal 
de Troitiño y Stuardo Ralón Orellana, Miembros de la Comisión.  

                                                                                 
 7 CIDH, Informe No. 52/16, Caso 12.521. Fondo. Maria Laura Ordenes Guerra y otros. Chile. 30 de noviembre de 2016, párr. 134; 
ver igualmente CIDH, Informe No. 5/19, Petición 1560-08. Admisibilidad. Juan Paredes Barrientos y Familia. Chile. 31 de enero de 2019; 
Corte IDH, Caso Órdenes Guerra y otros vs. Chile, Sentencia de 29 de noviembre de 2018 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 89. 
 8 Ver CIDH, Informe No. 152/17. Admisibilidad. Hugo Tomás Martínez Guillén y Otros. Chile. 30 de noviembre de 2017; y CIDH, 
Informe No. 5/19, Petición 1560-08. Admisibilidad. Juan Paredes Barrientos y Familia. Chile. 31 de enero de 2019. 


